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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 916/2021-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR ADMINISTRATIVO DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., nueve de enero de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 916/2021-3 promovido por **********contra actos del Director Administrativo de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; Oficialía Mayor de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Director de Nominas dependiente de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y
R E S U L T A N D O
I.- Con fecha  tres de diciembre de dos mil veintiuno, compareció**********señalando como autoridad demandada al Director Administrativo de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí;  por la nulidad del siguiente acto: 
 “… los descuentos realizados en sus recibos de nómina a partir del día veintiocho de octubre de dos mil veintiuno.”
III.- Por auto de fecha seis de diciembre de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
IV.- Por proveído de fecha once de enero de  dos mil veintidós, se le tuvo a la autoridad demandada Director Jurídico de la Secretaria de Seguridad Pública del Estado,  por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del  escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía, se admitieron las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- Mediante auto fecha diecisiete de febrero de dos mil veintidós, se  dio vista al actor para que  ampliara su escrito de demanda en razón de que se advierten cuestiones que pudieran ser no conocidas por la parte actora, se ordenó dar vista a las autoridades con la misma, y se difirió la audiencia de ley.
VI.- Mediante auto de fecha  veintisiete de abril de dos mil  veintidós,  se admite a trámite la ampliación de demanda, en la cual señala como autoridades demandadas a la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Director de Nominas dependiente de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
VII.- Por proveído de fecha treinta de junio de dos mil veintidós,  sustanciado el procedimiento, se tuvo a las autoridades demandadas, Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Dirección de Nóminas dependencia de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por no contestando la demanda y por no contestando la ampliación de demanda, y por contestando a la  al Director de Relaciones Laborales de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado, se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VIII.- Con fecha dieciséis de agosto de dos mil veintidós, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que  fueron formulados por  el Director de Relaciones Laborales de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado, y el Representante Legal de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los arábigos 117 y 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver porque deriva de la actos administrativos de elementos de seguridad pública,  donde se ejerce jurisdicción. 

Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244; que establece:

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado…”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al demostrar la relación jurídico administrativa que le unía con la parte demandada y el acto impugnado, con la impresión de los recibos de nómina  que constituyen el acto reclamado, visible en fojas 38 a la 40 de este sumario.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas el Director Jurídico de la Secretaria de Seguridad Pública del Estado y el Director de Relaciones Laborales de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado; se encuentra acreditadas con la copia certificada de su nombramiento que exhibieron en este juicio, visibles en fojas 61 y 244 respectivamente del expediente en que se actúa; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

Y en cuanto a las autoridades demandadas, Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Dirección de Nóminas dependencia de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por proveído de treinta de junio de dos treinta de junio de dos mil veintidós, se les tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, en virtud de que no lo hicieron en el término legal correspondiente.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, en el escrito inicial de demanda es la legalidad o ilegalidad de los descuentos realizados en sus recibos de  nómina a partir del día veintiocho de octubre de dos mil veintiuno.
Del escrito de ampliación de demanda, lo constituye  también: los descuentos realizados en sus recibos de  nómina a partir del día veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, así como que cesen los descuentos realizados y se efectué el ajuste salarial y sea devuelto sueldo retroactivo.

Actos que fueron señalados por la parte actora; de conformidad con la fracción IV del artículo 233 y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, la Presuncional y de Actuaciones, así como las copias certificadas visibles en fojas 7 a la 44 de este sumario, que se detallan: Copia del oficio **********; copia del Acta entrega-Recepción del área del servicio Profesional de Carrera de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de fecha **********; 23  recibos de nómina  a nombre de la hoy actora; escrito de solicitud de fecha 25 de agosto de 2021, suscrito por la accionante; recibos de nómina de fechas 28/10/2021, 12/112021,  30/11/2021 que constituyen los actos reclamados; acuse de solicitud de la CEGAIP de fecha 30/11/2021, copia de la credencial expedida por la academia de seguridad pública a nombre de la actora; certificado Único Policial expedido a favor de la actora; Copia del certificado del Curso inicial para Policía Preventivo Estatal en Sistema semi-escolarizado de la actora.
En su escrito de ampliación de demanda ofreció las siguientes probanzas visibles en fojas 96 a la 218  de este sumario consistentes en: Copia del Oficio CCE/SSP-OIC-019-2022, de fecha 12 de enero de 2022; 99 recibos de nómina expedidos a nombre de la actora; copia de la demanda interpuesta en este expediente; oficio ********** de fecha 23 de marzo de 2012; copia del oficio ********** de fecha 16 de septiembre de 2016; copia del Acta entrega-Recepción del área del servicio Profesional de Carrera de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de fecha **********; recibo de nómina de fecha 13/11/21; acuse de solicitud de la CEGAIP de fecha 30/11/2021, copia de la credencial expedida por la academia de seguridad pública a nombre de la actora; certificado Único Policial expedido a favor de la actora; Copia del certificado del Curso inicial para Policía Preventivo Estatal en Sistema semi-escolarizado de la actora.

Por su parte la autoridad demandada el Director Jurídico de la Secretaria de Seguridad Pública del Estado; acompaño para acreditar sus excepciones las siguientes pruebas; la Instrumental de Actuaciones y la Presuncional legal y humana; y las Documentales públicas certificadas que obran en fojas  62 a la 64 de este sumario, consistentes en: Copia certificada del nombramiento que les fue otorgado; copias certificadas del Cardex  de la actora;  la confesional expresa.
Y en cuanto a la autoridad demandada el Director de Relaciones Laborales de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado; acompañaron para acreditar sus excepciones las siguientes pruebas; la Instrumental de Actuaciones y la Presuncional legal y humana; y la confesional expresa y espontanea de la actora en su escrito de demanda. 
Documentales públicas antes citadas, que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, porque fueron expedidas por servidores públicos en ejercicio de sus funciones, acreditando lo inserto en ellas.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”

En ese tenor, se advierte que las diversa autoridad demandada Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, en su escrito de contestación visible en fojas 57 a la 60 de este sumario, opuso  las excepciones de Falta de legitimación pasiva,  que basa en que niega el acto reclamado, en razón de que la actora demanda actos no son de su competencia sino de Dirección Administrativa de la Secretaría de Seguridad Pública la cual representa en este juicio. A ese respecto debe decirse, que la misma es improcedente, ello es así, ya que se aprecia de los actos reclamados tanto en el escrito de demanda inicial como en el escrito de ampliación de demanda, que si bien dicha autoridad no actuó como ordenadora, y que no emitió los descuentos de que se duele la parte actora, también lo es que los mismos devienen  por el cargo que ha desempeñado en esa Dirección, lo que genera que si  tenga  intervención alguna en los actos que ahora se reclama, razón por la cual no es procedente dicha causal.
Así mismo en cuanto a la manifestación de que niega el acto reclamado de que la actora no acredita al haber cumplido con los requisitos que señala el Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Publica. A ese respecto, cabe señalar que dicho argumento es un razonamiento que involucra cuestiones que son materia de análisis del fondo del juicio, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora. 
Por lo que se refiere al Director de Relaciones Laborales de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado, en su escrito de contestación visible en fojas 239 a la 241 de este sumario, en el cual manifiesta que  en lo concerniente al párrafo quinto, se desprende la inexistencia de un contrato que origine su continuidad a partir de 01 de abril del año 2021, en el puesto de **********, y con ello se acredita que los pagos realizados con posterioridad a esta fecha se consideran pagos de lo indebido, al no existir sustento que valide el pago de prestaciones superiores al puesto que originalmente ostenta, que corresponde al de **********, y por  no existir prórroga de contrato que le permita  continuar desempeñando el puesto que se comisiono mediante los contratos. A ese respecto, cabe señalar que dicho argumento es un razonamiento que involucra cuestiones que son materia de análisis del fondo del juicio, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora. 
Sirve de apoyo por analogía, a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

Por lo que se refiere a las diversas autoridades demandadas la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Dirección de Nóminas dependencia de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; se les tuvo por no contestando la demanda y por no contestando la ampliación de demanda,  según se hace constar en el procedió de fecha treinta de junio de dos mil veintidós, visible en fojas 252 a la 254 de este sumario, lo que genera que se les tenga por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en virtud de que no lo realizaron en el término correspondiente, conforme el  párrafo segundo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO. - La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 3 a la 5 y del escrito de ampliación de demanda en fojas 90 a la 93 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.-  Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atentos al principio de exhaustividad de las sentencias, que impone la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; en primer lugar, analizará los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y solo en el evento de estimarlos infundados, se pronunciará sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”

Precisado lo anterior, nos ocuparemos estudio de fondo del único concepto de impugnación que vierte el demandante en su escrito de ampliación de demanda, y en el apartado de “Suspensión”, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406 ,Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Así como la jurisprudencia emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la tesis con Registro: 166683, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.J/46, Página 1342, que dice: 
“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes...”

Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere:

“PRIMERO.- (…).”

“…La resolución antes indicada no se encuentra debidamente fundada y motivada, por lo que se violan mis derechos humanos, contenidos en los artículos 14 y16 y 123 apartado b) dela Constitución General de la República, (…)”
“…Contrario a lo que establece la autoridad demandada Dirección Administrativa de la Secretaría de Seguridad Pública, pasa por alto que a la suscrita administrativamente y mediante oficio ********** de fecha 16 de septiembre del año 2016, me fue expedido nombramiento, como **********, (…).”
“…Además pasa por alto la autoridad demandada que el **********, me fue entregada la **********, (…), lo cual quedó como medio probatorio el Acta Entrega Recepción, quedando como responsable de esta área la que suscribe la presente demanda.”
“En el caso, debe existir un oficio, que contenga la orden de que se me descuente lo que ya había ganado, o percibido de conformidad con el puesto que desempeñaba, lo que en el caso no lo refiere la autoridad demandada y ante la falta de acto reclamado, se debe declarar la ilegalidad o invalidez del acto reclamado.”
“SUSPENSION”

“De conformidad (…), puesto que, dichos descuentos no tienen sustento jurídico toda vez que no hay resolución judicial de por medio que los acredite, haciendo con ello violación a las garantías individuales de la que suscribe…”
Del estudio y análisis del concepto de impugnación citados,  esta Sala Unitaria determina que resultan fundados y suficientes, para decretar la ilegalidad e invalidez, así como la nulidad de los actos impugnados.

Toda vez que le asiste la razón a la actora en cuanto refiere que  los descuentos que le fueron efectuados en sus recibos de nómina a partir de 28 de octubre de 2021 hasta el 15 de marzo de 2022,  por concepto de Ajuste Sueldo base, es ilegal ya que no se encuentran debidamente fundados y motivados el descuento que se le aplica, ello siendo que no se hace constar en documento alguno que justifique o establezca las razones jurídicas del por qué se acordó dicha circunstancia, o bien en su caso el por qué de la modificación del descuento que se autorizó.
En efecto, se desprende de las constancias aportadas por las autoridades demandadas como medio probatorio descritas en el considerando tercero de esta sentencia, de este sumario, que las demandadas, fueron omisas en justificar o acreditar en este expediente la existencia de algún procedimiento administrativo iniciado para determinar y notificar la procedencia de la deducción que se aplica bajo la clave 503 como Ajuste Sueldo Base, que constituye una pérdida de su salario como empleada de la Secretaría de seguridad Pública, de lo cual se duele la hoy actora.
Aunado a que se advierte que las autoridades demandadas, Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Dirección de Nóminas dependencia de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, se les tuvo por no contestando la demanda, y por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en virtud de que no lo realizaron en el término correspondiente, se tiene que  los hechos y actos impugnados a esas autoridades  se presumen ciertos, en virtud de que al no producir las autoridades demandadas, contestación alguna en el término que para ese efecto señala la ley, lo que conlleva a considerar presuntivamente ciertos los hechos que le imputa el demandante, pues el párrafo segundo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone que “Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario…”.
Por lo que se tiene, que la procedencia de las deducciones que se contienen en el texto de los recibos en cuestión, no implica una notificación formal y material de las razones de la modificación y/o procedencia legal de los ajustes de sueldo base que se aplican, y que pretenden regularizar por las afirmaciones que hacen las demandadas de un posible cobro de lo indebido por parte de la hoy actora, derivado de los sueldos percibidos en los cargos que ostento y desempeña actualmente en esa Dirección, ya que no fue sabedora hasta la  entrega del recibo de nómina de fecha **********, que estaba siendo afectada o que se estaba afectando su esfera jurídica como trabajadora en el cargo que desempeñaba en esa fecha ante las demandadas, lo cual es un requisito esencial de validez.

A virtud de que es requisito esencial que se encuentre enterada fehacientemente de que con la emisión de ese documento se podría ver afectada o se está afectando su esfera jurídica, situaciones que fueron omitidas por las demandadas, siendo que se encontraba obligada a especificar las razones legales por las cuales se aplicaba esas deducciones  a su sueldo con la calve 503 correspondiente al concepto de Ajuste  Sueldo Base, omisión que deja en estado de indefensión a la accionante y que genera la ilegalidad del acto, pues contraviene lo establecido en los artículos 14, 16 de la Constitución Federal, al vulnerar los derechos humanos de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, de la ahora promovente.
En esa tesitura, es evidente como lo refiere la actora, que la autoridad demandada no le notificó de forma personal los descuentos que le aplicaron en su sueldo en los recibos de nómina de referencia; lo cual es violatorio a los derechos humanos de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales, que establecen que es obligatorio que las autoridades demandadas previamente a la emisión del acto recurrido que implica la privación de derechos de la demandante, den oportunidad para que exponga lo que considere pertinente en defensa de sus intereses, lo que resulta que ejercite el derecho de ser oída y vencida en juicio, a efecto de que conozca del acto administrativo que le afecta y en su defecto aporte las pruebas que estime pertinentes para defender sus derechos, por lo que al no respetarse esta circunstancia, es obvio que la hoy accionante no estuvo en aptitud de defenderse, lo que se traduce en una clara violación en su perjuicio de los derechos humanos citados.
 En tal orden de ideas, tenemos una violación a sus derechos humanos  de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, en perjuicio de la parte actora, al no habérsele otorgado la oportunidad de tener una defensa previa a la emisión del acto impugnado, mediante un procedimiento en que se cumplieran las formalidades esenciales del mismo, necesarias para garantizar la adecuada defensa antes de emitir el acto privativo de sus derechos, contenidos en sus recibos de nómina a partir de 28 de octubre de 2021 hasta el 15 de marzo de 2022; lo cual, por constituir un derecho humano, la autoridad demanda en el ámbito de su competencia se encuentra obligada de promover, respetar, proteger y garantizar, en términos del tercer párrafo del artículo 1° Constitucional.
Lo que generó que desconozca de forma fehaciente los motivos jurídicos y reales, en que se sustenta dichos descuentos como Ajuste Sueldo Base, así como la base que se consideraron para determinar el porcentaje que se toma como deducciones en la clave 503, y la forma en que se hará y el periodo que abarcara el mismo, lo cual evidentemente deja a la hoy accionante en un estado de incertidumbre jurídica al desconocer dicha situación.
A ese respecto debe señalarse que la normatividad que rige la materia que nos ocupa relativa a la remuneración que perciben los servidores públicos, es la Ley Reglamentaria del Artículo 133  de la  Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, en Materia de Remuneraciones, dispone que serán aplicables a la remuneración de los servidores públicos, como uno de  sus principios el de Legalidad, de Transparencia y de Objetividad, así como dispone que los servidores públicos tendrán derecho a percibir por su trabajo el salario y demás prestaciones en efectivo, crédito, especie o servicios que establezcan la ley, el contrato o el nombramiento respectivos, en forma regular y completa, lo cual en el caso que se analiza no ocurrió, en virtud de que se aplicaron deducciones que no estaban ordenadas, establecidas por las demandadas o bien determinadas en un procedimiento administrativo instaurado en contra de la actora para respetar su audiencia de legalidad, lo que genera que dichas descuentos hayan sido emitidos y aplicados en contravención a lo que establece  los artículos 1°, 3° fracciones III, IV y V; 4° fracción XI, 7°, 8°, 9°;, 10, 11 y 13 de la Ley Reglamentaria del Artículo 133  de la  Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, en Materia de Remuneraciones,  que a la letra dicen: 
“Artículo  1º. La presente Ley es de orden público y de interés social; y tiene como objeto establecer las bases para determinar las remuneraciones de los servidores públicos que presten servicios en cualquier institución pública, en cumplimiento de lo establecido por los artículos, 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 133 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. 
La remuneración que perciban los servidores públicos en términos de los artículos, 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 133 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, será determinada anual y equitativamente, de acuerdo con los tabuladores desglosados que se incluyan en los presupuestos de egresos que correspondan.”
“Artículo 3º. Serán aplicables a la remuneración de los servidores públicos, los principios de:
“…III. Legalidad: las instituciones y autoridades deberán someter su actuación al mandato legal, en materia de remuneraciones; 
“… IV. Transparencia: la remuneración de los servidores públicos deberá ser clara y deberá permitirse a los ciudadanos el acceso a la información respectiva, conforme a la ley de la materia, y 
 “…V. Objetividad: La determinación de las remuneraciones de los cargos de los servidores públicos debe estar fundada en políticas y criterios objetivos.”
“Artículo 4º. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:
“…XI. Remuneración o retribución: toda percepción en efectivo o en especie que reciban los servidores públicos a cambio del servicio prestado, incluyendo dietas, aguinaldos, gratificaciones, premios, recompensas, bonos, estímulos, comisiones, compensaciones y cualquier otra, con excepción de los apoyos y los gastos sujetos a comprobación que sean propios del desarrollo del trabajo; los gastos de viaje en actividades oficiales; y los servicios de seguridad que requieran los servidores públicos por razón del cargo desempeñado, y…”
“Artículo 7º. Los servidores públicos tendrán derecho a percibir por su trabajo el salario y demás prestaciones en efectivo, crédito, especie o servicios que establezcan la ley, el contrato o el nombramiento respectivos, en forma regular y completa. 
“Artículo  8º. Todo servidor público deberá ser remunerado en los términos previstos en los tabuladores de remuneraciones de los servidores públicos, para su nivel, categoría o puesto. 
“Artículo  9º. Para efectos del cálculo de la remuneración de los servidores públicos, en éste se distinguirán las porciones integradas por el salario, las prestaciones en efectivo, en crédito, y las demás percepciones en moneda circulante y, en su caso, una porción no monetaria integrada por las prestaciones en especie y en servicios. 
“Artículo 10. Ningún servidor público como tal, puede recibir más remuneración que la que sea retribución de servicios públicos, y esté fijada en el tabulador incluido en el respectivo presupuesto. No se concederán, ni cubrirán, jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, ni liquidaciones por servicios prestados, como tampoco préstamos o créditos, sin que éstas se encuentren asignadas por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de trabajo. Estos conceptos no formarán parte de la remuneración. 
“Artículo 11. Ninguna remuneración será superior al monto máximo autorizado en el presupuesto estatal, para la remuneración del Gobernador del Estado; y la remuneración de éste, a su vez, no será mayor que la del Presidente de la República.
“Artículo 13. La remuneración de los servidores públicos, dentro de los límites presupuestales, adscritos a cada institución pública y con base en la responsabilidad de sus respectivas funciones, empleos, cargos o comisiones, deberá ser suficiente para procurarles un nivel de vida digna, y estimular y reconocer su desempeño laboral sobre la base de su capacidad profesional.”
(lo resaltado es nuestro)

Debe señalarse que si bien la Ley Reglamentaria del Artículo 133  de la  Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, en Materia de Remuneraciones, no prevé un procedimiento administrativo para tal efecto, ese no es obstáculo para omitirlo; ya que la existencia del procedimiento previo a los actos privativos o actos de molestia, se encuentra determinado por los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna y, por tanto, se debió acatar en su cabalidad las garantías de audiencia, legalidad y debido proceso que ahí se establecen; previo aplicar  las deducciones de que se duele la actora en su recibos de nómina a partir del 28 de octubre de 2021 y que  constituyen el acto impugnado; ya que la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, aquí demandada, omitió realizar un procedimiento para determinar acorde con lo que afirmaba  la situación jurídica que se actualiza; a virtud de que la demandada solo se limitó a emitir aplicar dichas deducciones bajo la clave 503 en los recibos de nómina afectando por ende la remuneración de la servidora pública accionante, sin darle la oportunidad de ser oída y vencida en un procedimiento, en el que pudiera ofrecer pruebas, conocer y objetar las que se allegara la autoridad demandada, así como alegar lo que a su derecho conviniera; procedimiento que resulta necesario, para resolver si es procedente aplicar en su perjuicio los descuentos que son materia de esta controversia;  lo que debe resolverse mediante la realización de un procedimiento y conforme a las leyes aplicables al caso que nos ocupa, en el que se atienda y valore su planteamiento conforme a la normatividad aplicable.

Conforme a lo anterior, los descuentos que le fueron efectuados a la hoy actora en sus recibos de nómina a partir de 28 de octubre de 2021, resultan ilegales, ya que transgreden en perjuicio de la hoy actora los derechos humanos de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14, 16 y 17, de la Constitución Federal, pues provocan un menoscabo en la esfera jurídica de sus derechos, al haberse dictado sin el desahogo del procedimiento respectivo, en el que se resuelva la nueva situación jurídica que se presenta respecto de  la actora.
En esa tesitura, se actualizan las causales de ilegalidad del acto impugnado, previstas por el artículo 250 fracciones III y IV, del Código Procesal Administrativo para Estado de San Luis Potosí; toda vez que, no se cumplió con las formalidades del procedimiento al omitirse observar las garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, dictándose tales actos en contravención de las disposiciones aplicables y dejando de aplicar las debidas, vulnerándose los derechos humanos de la parte actora, previstos en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales; dejando de observar los elementos y requisitos de los actos administrativos establecidos por los artículos 164 fracción I y 165 fracciones I y III, del Código Procesal Administrativo para el Estado, así como las formalidades, trámites y obligaciones aplicables a los mismos, previstos en los numerales 177, 178 y 179, del propio ordenamiento legal; lo que conlleva a decretar la ilegalidad del acto impugnado.

Para los efectos procedentes, se transcriben a continuación los artículos 164, 165, 177, 178 y 179 del Código Procesal Administrativo en consulta:

“Articulo 164. Son elementos del acto administrativo: 
I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 
II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar; 
III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 
IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; 
V. Estar fundado y motivado; VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y
 VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.”
“Articulo 165. Son requisitos del acto administrativo: 
I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 
III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;
 IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión; 
V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y 
VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 
Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.” 
“Articulo 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes. Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisarán: 
I. El nombre, denominación o razón social de quien o quienes promuevan, en su caso de su representante legal; 
II. Domicilio para recibir notificaciones, así como nombre de la persona o personas autorizadas para recibirlas;
III. La petición que se formula, los hechos o razones que dan motivo a la petición; IV. El órgano administrativo a que se dirigen, y V. Lugar y fecha de su emisión. 
El escrito deberá estar firmado por el interesado o su representante legal, requisito sin el cual se tendrá por no presentado. Cuando el promovente no sepa o no pueda firmar, firmará otra persona en su nombre y el interesado estampará su huella digital, haciéndose notar esta situación en el propio escrito. 
El promovente deberá adjuntar a su escrito los documentos que acrediten su personalidad, así como los que en cada caso sean requeridos en los ordenamientos respectivos.”
“Articulo 178. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se disponga otra cosa respecto de algún trámite: 
I. Las promociones deberán presentarse solamente en original y sus anexos en copia simple en un tanto. Si el interesado requiere que se le acuse recibo, deberá adjuntar una copia para ese efecto; 
II. Todo documento puede presentarse en original o copia certificada, pudiendo acompañarse de copia simple para su cotejo, con la que se seguirá el trámite;
III. En caso de que cualquiera de los documentos hayan sido expedidos por la dependencia o entidad de la administración pública estatal o municipal ante la que se realice el trámite, bastará que los interesados señalen los datos de identificación de dichos documentos para que sean tomados en cuenta, y 
IV. Cuando en un procedimiento se tenga que dar vista a terceros, los interesados estarán obligados a proporcionar los datos o juegos adicionales de documentos entregados previamente a la dependencia o entidad ante la que realicen el trámite correspondiente.”
“Articulo 179. Las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán las siguientes obligaciones: 
I. Solicitar la comparecencia de éstos sólo cuando así esté previsto en los ordenamientos jurídicos aplicables, previa citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla; 
II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de verificación o inspección, sólo en aquellos casos previstos en este Código u otras leyes u ordenamientos jurídicos aplicables; 
III. Previa solicitud por escrito, hacer del conocimiento de éstos el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan interés jurídico, y a proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos; 
IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos; 
V. Admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución; 
VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean exigidos por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el expediente que se está tramitando; 
VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones legales vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; 
VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en éste Código u otras leyes;
 IX. Tratar con respeto a los particulares y facilitar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, y 
X. Dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones le formulen; así como en los procedimientos iniciados de oficio, cuya instrucción y resolución afecte a terceros, debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley.”

Situación que deviene a concluir que si dicho acto administrativo resulta ilegal, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también ilegales por su origen, ya que son accesorios de la principal; por lo cual, es procedente declarar  que se le reintegre a la hoy actora los descuentos que le fueron efectuados en sus recibos de nómina a partir del 28 de octubre de 2021 hasta la fecha en que se cumplió con la suspensión decretada en este juicio, bajo la clave 503 como Ajuste Sueldo Base, en una sola exhibición, por el ilegal acto que lo generó, de cuya legalidad dependen los subsecuentes actos, para que sean legalmente válidos en contenido y ejecución, se dejan a salvo los derechos de las autoridades demandadas 
Al respecto debe aclararse que por lo que corresponde al recibo de nómina del periodo de fecha 28 de octubre de 2021,  este se encuentra emitido de forma incorrecta, ya que se advierte en el apartado de Subtotal que se le descontaron la cantidad **********, sin embargo de su análisis se puede advertir que atendiendo a lo que se establece en el apartado de “DEDUCCIONES” en el cual descontaron las claves 503, 810 y 818, resulta que la cantidad **********, no corresponde a ninguna de las sumas ni resta de deducciones, siendo correcto únicamente la resta de la cantidad Neto recibido, lo cual se aclara para los efectos del reintegro que la autoridad debe realizar a la actora, es decir, únicamente debe hacer la devolución por lo que se tiene al recibo de nómina en cuestión, de la clave que corresponde a 503. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Séptima Época, Registro: 252,103, Tipo de tesis: Jurisprudencia, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.…”

Resultando innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo. 

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: Los descuentos realizados en los recibos de  nómina de la hoy actora a partir del día veintiocho de octubre de dos mil veintiuno; decretándose por consecuencia, la NULIDAD de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

En ese sentido, con base en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a las autoridades demandadas, observar los siguientes lineamientos: 

1.- Cancelar los descuentos que se aplican a la hoy actora con clave 503 como  Ajuste Sueldo Base.

2.- Reintegrar a la hoy actora los descuentos que le han sido descontados bajo la clave  503 en una sola exhibición.
3.- Informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto. 

Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada o bien a la autoridad que deba cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

